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Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

DIRECCIÓN Y SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA 
CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

Asunto:  SENTENCIA 1ª. INSTANCIA 
 

Procede el Juzgado a decidir en primera instancia, la acción de tutela presentada por el 

señor ERNESTO JAVIER ALFARO RODRÍGUEZ en nombre propio en contra de la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - DIRECCIÓN Y 

SUBDIRECCIÓN DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN 

SUPERIOR.- 

  

ANTECEDENTES 

 

El accionante presentó acción de tutela en nombre propio, en contra del NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - DIRECCIÓN Y SUBDIRECCIÓN DE 

ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR, fundamentada 

en los siguientes hechos:  

 

“PRIMERO: Mediante petición presentada ante el MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL con el No. CNV-2019-0007175 solicité la 

convalidación de mi título de ORTOPEDÍA Y TRAUMATOLOGÍA de la 

UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES, otorgado el día 26 de septiembre 

del 2018 en la ciudad de Buenos Aires, Argentina. 

 

SEGUNDO: Con la anterior solicitud presenté los siguientes documentos: 

a. Solicitud diligenciada en debida forma según lo establecido por el 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. 

b. Fotocopia de documento de identidad. 

c. Diploma del pregrado en Medicina otorgado por la Universidad del 

Norte. 
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d. Copia de Diploma de especialista como ORTOPEDISTA Y 

TRAUMATÓLOGO otorgado por la UNIVERSIDAD DE BUENOS 

AIRES debidamente apostillado conforme a la convención de la Haya 

de 1961. 

e. Certificación de Notas debidamente apostilladas conforme a la 

convención de la Haya de 1961. 

f. Plan de estudios del programa académico ESPECIALIDAD: 

ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGÍA con componentes, materias y 

descripciones detalladas. 

g. Documentos que acreditan actividades académicas y asistenciales. 

h. Récord Quirúrgico o de consulta expedido por la autoridad 

competente. 

 

TERCERO: EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, mediante 

Resolución No. 004675 del 20 de marzo del 2020, negó la convalidación 

del postgrado en ORTOPEDIA Y TRAUMATOLOGÍA otorgado por la 

UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES. 

 

CUARTO: Varios compañeros de mi misma casa de estudios (UBA y 

Unninorte – Bquilla), con el mismo diploma que yo tengo y debidamente 

acreditados en la argentina (sic) (tal como en mi caso), ya se encuentran 

ejerciendo como especialista en Colombia; por lo anterior, la 

respuesta negativa de mi solicitud es una vulneración a mi derecho de 

igualdad. 

 

QUINTO: Mi esposa Colombiana y el suscrito, somos padres de un bebe 

recién nacido, por lo cual necesitamos con urgencia volver a nuestra 

patria. 

 

SEXTO: Soy hijo único, mis padres son mayores de 70 años y se 

encuentran en absoluta soledad en la crisis de mayores dimensiones en 

los últimos 50 años. 

 

Hasta para pagar los servicios deben recurrir a los favores de buenos 

vecinos, pues definitivamente no cuentan con nadie más y es muy fácil 

manejar el internet cuando se es joven, pero todo un desafío cuando se 

es adulto mayor. 

 

SÉPTIMO: El día 14 de abril de 2020, haciendo uso de mi derecho a la 

defensa, presenté Recurso de Reposición y en Subsidio Apelación 

identificado con No. de radicado 2020-ER-090270 contra la Resolución 

No. 004675 del 20 de marzo del 2020. 

 

OCTAVO: Transcurridos 3 meses luego de la radicaciónde los Recursos 

de Ley de qué trata el CPACA, exactamente el 06 de Julio de 2020, 

instauré un derecho de petición solicitando el impulso procesal. 

 

Dicho documento se identificó con No. de radicado 2020-ER-143277. 

 

NOVENO: Luego de transcurridos 5 meses sin tener ninguna respuesta 

de fondo que solucioné mi situación jurídica y profesional, me veo en la 
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necesidad de recurrir a la acción de tutela como mecanismo idóneo y 

eficaz para garantizar mis Derechos Fundamentales vulnerados 

 

DECIMO: En buena fe procesal, reconozco en esta acción que el Dr. 

German Alirio Cordón Guayambuco - (Subdirector de aseguramiento), es 

nuevo en la labor y los retrasos fueron causados por la antigua 

subdirectora.  

 

DECIMO PRIMERO: Soy médico ortopedista del plantel Boca Juniors, lo 

que le puede dar la seguridad al Juez y al Ministerio de mis competencias 

profesionales.” 

 
 

Pretende el actor se tutele el derecho fundamental de petición, debido proceso, igualdad, 

trabajo y a escoger la libre profesión u oficio y que como consecuencia, se ordene al 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL que proceda a expedir y notificar el acto 

administrativo que dé respuesta al recurso de reposición en subsidio de apelación, 

radicado el 14 de abril de 2020 con el No. 2020-ER-090270.- 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 

Recibida la  acción constitucional, se admitió la misma mediante auto de fecha 23 de 

septiembre de 2020, ordenando la notificación del representante legal de la accionada, y 

se solicitó un informe detallado sobre aspectos que interesan al proceso con el propósito 

de  decidirla dentro de los términos de ley. 

 

La demanda fue notificada el  23 de septiembre de 2020, haciendo entrega de la copia 

de la demanda y de sus anexos para ejercitar su derecho de defensa en la presente 

acción. 

 

CONDUCTA PROCESAL DE LA ENTIDAD ACCIONADA 

 

Surtida como fue la notificación por medio electrónico al Ministerio de Educación 

Nacional, esta allego la contestación a la acción de la referencia.  

 

El jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional, dio respuesta 

a la presente acción indicando que el accionante pretende que le sean tutelados sus 

derechos fundamentales y que se ordene a la entidad que proceda a expedir el acto 

administrativo que resuelva el recurso de reposición y en subsidio de apelación 

presentado el 14 de abril de 2020. 
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Arguye que el recurso de reposición se encuentra en etapa de emitir concepto de 

convalidación, el cual se llevara a cabo el día 6 de octubre del presente año, en el que 

será emitido concepto requerido por la Comisión Nacional Intersectorial para el 

Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior – CONACES y que posteriormente 

sería proyectada la resolución  y el correspondiente proceso de firmas y notificaciones 

del acto administrativo. 

 

Señaló que el proceso de programación de Salas de Evaluación de la Comisión Nacional 

Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior – CONACES, 

para efectos de rendir conceptos académicos, conlleva gestiones de planeación, 

despliegue administrativo y presupuestal que implica la emisión de un acto administrativo 

firmado por el Viceministerio de Educación Superior. 

 

Solicitó que en caso que se conceda la tutela, se les otorgue un plazo pertinente a partir 

del concepto de la CONACES, para proferir el acto administrativo que no vulnere el 

derecho a la igualdad del tutelante. 

 

Concluye que la mora administrativa en el presente caso se encuentra justificada y por lo 

tanto no configura una vulneración efectiva al derecho de petición dada la imposibilidad 

de atender las solicitudes dentro del término legal, en razón a la complejidad del trámite 

y a los requisitos especiales para su convalidación, por lo que solicitó que se nieguen las 

pretensiones de la acción de tutela.- 

 

DERECHO  CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL  INVOCADO COMO 

VIOLADO 

 

El accionante invoca como derechos constitucionales violados el de petición, debido 

proceso, igualdad, trabajo y a escoger la libre profesión u oficio,  según él  por la conducta 

desplegada por la autoridad accionada al no dar respuesta al recurso de reposición y en 

subsidio de apelación. 

 

PRUEBAS 

 

Como medio de pruebas, fueron allegados al proceso los siguientes documentos: 

 

 Copia de la Resolución No. 004675 del 20 de marzo  de 2020.- 
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 Copia de la Resolución No. 008905 del 10 de junio de 2020.- 

 Copia de la Resolución No. 017468 del 18 de septiembre de 2020.- 

 Copia de la Resolución No. 015449 del 25 de agosto de 2020.- 

 Copia de la Resolución No. 012345 del 25 de noviembre de 2019.- 

 Copia del número de radicado del derecho de petición. 

 Copia del Recurso de Reposición y en subsidio de Apelación.- 

 Copia del número de radicado del derecho de petición. 

 Copia del memorial de impulso.- 

 Copia del Oficio No. 2020 – EE – 148521 del 28 de julio de 2020.- 

 

CONSIDERACIONES 

 
Para efectos de resolver  la acción de tutela de la referencia, preciso es dar respuesta al 

siguiente: 

 

1.  PROBLEMA JURÍDICO 

 
¿La entidad accionada ha vulnerado el derecho fundamental invocado al no haber dado 

respuesta de fondo al recurso de reposición en subsidio de apelación, radicado el 14 de 

abril de 2020 con el No. 2020-ER-090270 por el accionante? 

 
 

Debe recordarse que la acción de tutela es una acción de carácter subsidiaria, es decir, 

que adquiere relevancia, por regla general,  solo a falta de mecanismos judiciales para la 

defensa del derecho constitucional fundamental amenazado o violado. Así fue regulado 

por el artículo 86 de la Constitución Política en los siguientes términos:  

 

“ARTICULO 86. ACCIÓN DE TUTELA.  
 

Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública. 
 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 
solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en 
todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio 
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para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de 
tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 
particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 
conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 
quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión.1” 

 

Por su parte, el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 señala: 

 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La 
acción de tutela no procederá:  
 
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, 
en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra 
el solicitante. 2 
2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas 
corpus.  
3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y 
los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo 
anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos 
amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o 
derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio 
irremediable.  
4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño 
consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del 
derecho.  
5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.” 

 

EL DERECHO A LA IGUALDAD 

El derecho a la igualdad y no discriminación es uno de los principios rectores dentro del 

Estado Social de Derecho, y una de las garantías de protección de los grupos 

tradicionalmente discriminados y marginados en la sociedad. En virtud de este principio, 

a las autoridades estatales se les impone el deber de abstenerse de incentivar o de 

realizar tratos discriminatorios, por una parte; y por otra, el deber de intervenir, sobre el 

cual el Estado debe tomar las medidas necesarias tendientes a superar las condiciones 

de desigualdad material que enfrentan los grupos poblacionales discriminados.   En el 

mismo sentido, en cabeza de las autoridades estatales se encuentra el deber especial de 

protección, el cual implica la obligación de salvaguardar a los grupos minoritarios –o 

tradicionalmente discriminados- de actuaciones o prácticas de terceros que creen, 

mantengan o favorezcan situaciones discriminatorias. 

                                                           
1 Subrayas fuera del texto 
2  Subrayas fuera del texto 

http://www.dafp.gov.co/leyes/CONS_P91.HTM#88
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Por su parte, la Corte Constitucional en desarrollo del artículo 13 de la Constitución 

Política de Colombia ha anotado que dicha disposición concreta tres tipos de reglas; a) 

en el inciso 1º se establece el principio de igualdad formal o igualdad ante la ley, o en 

general ante el Derecho, el cual le es consustancial la prohibición de discriminación que 

obliga evitar establecer un trato desigual frente a algunos sujetos en razón de ciertos 

rasgos de su identidad, tales como la raza, el sexo, la religión y la filiación política o 

ideológica; b) en el inciso 2° se establece el deber del Estado de promover condiciones 

de igualdad real para la protección de grupos discriminados o marginados, haciendo 

referencia concreta a la igualdad material o igualdad de trato; y c) en el inciso 3° se 

impone al Estado la obligación de proteger especialmente a aquellas personas que se 

encuentran en una situación de debilidad manifiesta, y la responsabilidad de sancionar 

los abusos o maltratos que se hagan contra estas personas. 

 

Ahora bien, el principio de igualdad y no discriminación no implica que en toda 

circunstancia deba darse el mismo trato a todas las personas; hay casos en los que puede 

aplicarse un trato diferencial, pero éste debe estar sustentado en justificaciones objetivas 

y razonables. Imponer medidas que no tengan la debida justificación sobre la distinción 

o la diferencia de trato, implicaría un trato discriminatorio. En efecto, cuando se pretenda 

implementar alguna regulación que cause la diferenciación de personas o de un grupo 

de personas,  el trato diferente debe ser razonable, lo que significa que debe i) tener un 

fundamento, es decir, estar justificado, y ii) debe obedecer al principio de 

proporcionalidad, de tal manera que no termine por afectar otros derechos 

fundamentales. 

 

EL DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagró el Derecho de Petición  como  el 

derecho constitucional fundamental que tiene toda persona para presentar a la 

administración peticiones respetuosas que impliquen un interés particular o público; de 

igual manera se establece que el peticionario tiene derecho a que su solicitud sea resuelta 

de manera oportuna y eficaz. La oportunidad tiene que ver con el término legal y en todo 

caso prudencial para que la autoridad se pronuncie y la eficacia conlleva a que la 

respuesta emitida resuelva de manera concreta y congruente el objeto de la petición. 

 

La Corte Constitucional ha analizado el contenido, ejercicio y alcance del derecho 

fundamental de petición, precisándolo como una herramienta determinante para la 

protección de otras prerrogativas constitucionales, entre ellas, el derecho a la 
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información, el acceso a documentos públicos, la libertad de expresión y el ejercicio de 

la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones que los afectan'. 

 

Por su parte, el artículo 13 de la ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 

1755 del 30 de junio de 2015, establece que toda actuación que inicie cualquier persona 

ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición. 

 

El núcleo esencial del derecho de petición, se concentra en la resolución oportuna, esto 

es, dentro de los términos establecidos legalmente para las peticiones elevadas por los 

particulares a las autoridades públicas, independientemente del sentido de la decisión, 

suponiendo la pronta y oportuna definición por parte de la Administración Pública a las 

manifestaciones o inquietudes elevadas por el peticionario, con el propósito de que éste 

reciba la información suficiente, y le sea otorgada una respuesta efectiva sobre la materia 

objeto de su interés. 

 

Al respecto, en Sentencia T- 146 de 2012, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, la Corte 

señaló: 

 
 

"(...) Por otra parte, como consecuencia del desarrollo jurisprudencial del 
derecho de petición, esta Corporación sintetizó las reglas para su 
protección, en los siguientes términos; 
 
"a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, 
porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como 
los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 
expresión. 
b )  El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 
pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de 
dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para si el sentido 
de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. 
Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple 
con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 
constitucional fundamental de petición. 
d )  Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni 
tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita (...)" 

 

El derecho de petición impone a la administración el cumplimiento diligente de sus 

deberes, por cuanto a esta se le atribuye el más alto grado de rigorismo en la satisfacción 

de principios como la eficacia, economía y celeridad, debido a que sus funciones tienen 

un impacto preeminente en la ciudadanía. Por ello tratándose del derecho de petición que 
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les asiste a todos los ciudadanos, los órganos de la Administración están obligados a dar 

oportuna respuesta, no pudiéndose patrocinar la dilación en perjuicio del solicitante. 

 

El término para contestar debe ser razonado, y está determinado por los factores 

inherentes a la entidad; esta razonabilidad hace relación al tiempo exigido para el 

procesamiento de la petición junto con las demás condiciones externas y materiales de 

la oficina a la que concierne resolver, sin que en todo caso exista excusa admisible de 

una demora injustificada en el pronunciamiento de la resolución. Lo anterior, siguiendo 

los derroteros trazados por al H. Corte Constitucional, no obsta para que el legislador 

pueda establecer términos especiales de mayor amplitud para el trámite de ciertas 

peticiones, término que debe ser respetado por el organismo encargado de resolver la 

petición, so pena de vulnerar el derecho constitucional fundamental (Sent. T-264 del 7 de 

julio de 1993); de acuerdo con lo anterior, el único facultado para establecer un término 

superior es el mismo legislador, por lo tanto la administración misma no puede abrogarse 

términos superiores para dar contestación a las peticiones que se le presenten si éstos 

no están expresamente permitidos por la ley. 

 

En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional se ha pronunciado en torno al 

derecho de petición, dejando en claro que las entidades que tienen a su cargo el estudio 

y reconocimiento de los derechos de los asociados deben emitir un pronunciamiento 

de fondo sobre lo pedido, independientemente del contenido de la solicitud elevada 

para tales efectos, de tal modo que el peticionario tenga pleno conocimiento del estado 

de su solicitud y de la viabilidad de la misma. Pero además la jurisprudencia de esa 

Corporación ha establecido que el término que tiene la Administración para resolver las 

peticiones elevadas a ella, debe ser razonable y acorde con el contenido de los 

requerimientos. Por ello, las entidades vulneran el núcleo esencial del derecho de petición 

cuando fijan plazos desproporcionados que finalmente se constituyen en dilaciones 

injustificadas para dar cumplimiento a la obligación de dar respuesta. Se destaca como 

precedente judicial de lo aquí expuesto, la siguiente decisión: 

 

“La naturaleza del derecho de petición y en particular su núcleo 
esencial, como derecho fundamental objeto de protección tutelar es la 
certidumbre de que independientemente del contenido de lo que se 
solicita, se obtenga una respuesta oportuna y eficaz, es decir, que 
resuelva de fondo lo pedido por el particular; la pronta contestación no 
puede supeditarse a que invoque expresamente el derecho de petición, 
ni que se haga expresa referencia a las normas del Código Contencioso 
Administrativo. Solo se hace necesario que de la petición misma se 
pueda extraer el deseo de la persona que formula la petición”. Sentencia 
T-615 del 28 de octubre de 1998. 
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Siendo el derecho de petición un mecanismo de participación que 
otorga la Constitución a las personas para que puedan dirigirse a las 
autoridades públicas, ya sea en interés particular o en interés general, 
y obtener una contestación razonable y coherente, cuando la autoridad 
administrativa deja transcurrir al término legal, sin adoptar una decisión 
de fondo o informar de manera precisa y clara el trámite impartido a la 
solicitud, incurre en una flagrante vulneración a este derecho, toda vez 
que la respuesta, además de pronta y sustancial, debe ser puesta en 
conocimiento del peticionario. 
 
“En el marco del derecho de petición sólo tiene categoría de respuesta 
aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que 
satisface una inequidad, que ofrece certeza al interesado”. Sentencia T-
490 de septiembre 11 de 1998”. 

 

De esta manera no es cualquier respuesta la que tiene mérito de resolver la petición 

presentada a la Administración sino aquella que decida lo solicitado o informe de manera 

clara el trámite que se le ha dado a la solicitud, la cual además debe ser emitida dentro 

de los términos oportunos y en atención a los parámetros de razonabilidad y eficiencia 

expuestos. 

 

La Ley 1755 del 30 de junio de 2015, desarrolla la disposición constitucional relativa al 

derecho de petición, que antes de la Constitución de 1991 no tenía consagración superior, 

pero su  entidad como derecho constitucional fundamental fue fijada por la Constitución 

de 1991 en su artículo 23.   

 

Esta normatividad reconoce de manera macro derechos de petición en interés general y 

en interés particular. Estos a su vez se desglosan, en cuanto a su naturaleza, frente a lo 

cual el legislador estableció para cada una  de ellas unos términos claros y precisos así:   

 

Para el derecho de petición de documentos e información el término máximo es de 10 

días3; y para el de consulta a las Autoridades de 30 días4; Existe frente a las 

especialidades antes anotadas un término general máximo para atender o resolver las 

demás peticiones que se eleven ante las autoridades administrativas, que se reduce a 15 

días siguientes a la fecha de la correspondiente petición5. 

 

EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 

La Constitución Política de Colombia, en su artículo 29, consagra el derecho fundamental 

al debido proceso en todas las actuaciones judiciales y administrativas. Este derecho se 

                                                           
3 Ver numeral 1 del artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015. 
4 Ver numeral 2 artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015 
5 Ver inciso 1 del artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015. 
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encuentra desarrollado en los diversos estatutos procesales, que constituyen la 

consagración normativa de cómo se debe articular el procedimiento para que se 

desarrollen plenamente las garantías. En caso de que estas no se cumplan, los mismos 

procedimientos prevén formas de remedio y entre ellas se cuenta, por excelencia, la 

posibilidad de que los funcionarios judiciales declaren, a petición de parte o de oficio, 

nulidades procesales. 

 

"ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas. 

 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 

que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de 

la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea 

posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado 

judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa 

y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 

investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 

dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 

alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho. 

 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso." 

 

De conformidad con el artículo 49 del C.C.A. "No habrá recurso contra los actos de 

carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los 

casos previstos en norma expresa." Por su parte, el artículo 50 del mismo ordenamiento 

específica, como regla general, los recursos que proceden contra los actos 

administrativos que pongan fin a las actuaciones administrativas. 

 

Las instancias judiciales y administrativas se han referido a los actos susceptibles de la 

interposición de recursos; es así que, se hace diferencia entre los actos de trámite y los 

definitivos. Los primeros se circunscriben a los emitidos para dar impulso a la actuación 

administrativa y los definitivos resuelven la misma, sólo en casos excepcionales podría 

un acto de trámite definir la actuación administrativa. Así lo ha entendido el Consejo de 

Estado, que en Sentencia de noviembre 25 de 1999, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Primera, Consejero Ponente Juan Alberto Polo Figueroa, 

expediente radicado con el número 5262, expresó: 
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"A este fin ha de precisarse que cuando se habla de acto de trámite y 

acto definitivo, jurídicamente se está aludiendo a la institución conocida 

como PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, que como la 

jurisprudencia, interpretando la primera parte del C.C.A., lo tiene 

puntualizado, está conformado básicamente por dos etapas, cuales son 

la de la ACTUACION ADMINISTRATIVA y la de la VIA GUBERNATIVA. 

 

La primera se caracteriza fundamentalmente por ser la que sirve de 

estadio para que se forme o nazca el acto administrativo, y la segunda 

para que, una vez ha nacido a la vida jurídica, pueda ser controvertido 

por los administrados ante la misma administración (en sede 

administrativa) y ésta a su vez pueda revisar su legalidad, o 

conveniencia si es del caso; y, en consecuencia, corregir en lo posible 

las irregularidades con que hubiere sido expedido. 

 

Así las cosas, los actos de trámite que tienen la virtud de convertirse en 

actos administrativos definitivos, son los que se producen en la etapa 

de la actuación administrativa. De allí que esta necesaria relación con 

dicha etapa del procedimiento administrativo, aparezca recogida con 

meridiana claridad en el inciso último del artículo 50 del C.C.A, al decir 

que "Son actos definitivos, que ponen fin a una actuación administrativa, 

los que deciden directa o indirectamente el fondo del asunto; los actos 

de trámite pondrán fin a una actuación cuando hagan imposible 

continuarla."  

 

DERECHO AL TRABAJO 

 

De acuerdo con el artículo 25 de la Constitución, el trabajo goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. La Corte ha destacado que esa 

especial protección se predica no solamente de la actividad laboral subordinada, regulada 

en el Código Sustantivo del Trabajo, sino que la misma se extiende a otras modalidades, 

entre las cuales se cuentan aquellas en las que el individuo lo ejerce de manera 

independiente, puesto que, más que al trabajo como actividad abstracta se protege al 

trabajador y a su dignidad.6 

 

Así, en el artículo 5 del Código Sustantivo del Trabajo se define el trabajo subordinado o 

dependiente,  como “(…)  toda actividad humana libre, ya sea material o intelectual, 

permanente o transitoria, que una persona natural ejecuta conscientemente al servicio 

de otra, y cualquiera que sea su finalidad, siempre que se efectúe en ejecución de un 

contrato de trabajo”. 

 

Junto a esa modalidad, que es la que mayor atención ha recibido en la legislación, existen 

                                                           
6Sentencia T-475 de 1992  
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otras, para cuya identificación podría acudirse a la Clasificación Internacional de la 

Situación en el Empleo (CISE), elaborada bajo el auspicio de la OIT y conforme a la cual 

es posible distinguir seis grupos de trabajadores: 1. Asalariados; 2. Empleadores; 

3.Trabajadores por cuenta propia;4.Miembros de cooperativas de productores; 5. 

Trabajadores familiares auxiliares, y6.Trabajadores que no pueden clasificarse según la 

situación en el empleo.7 

 

La anterior clasificación tiene en su base un conjunto de criterios, que permite diferenciar 

dos grandes grupos de trabajadores, los asalariados, por un lado, y los independientes, 

por el otro, atendiendo, entre otros factores, a la consideración sobre el tipo de relaciones 

que surgen entre las partes de la relación de trabajo y a diversos aspectos sobre la 

asunción del riesgo económico propio de la respectiva actividad. Así, los Empleos 

asalariados: son aquellos en los que los titulares tienen contratos de trabajo implícitos o 

explícitos (verbales o escritos), por los que reciben una remuneración básica que no 

depende directamente de los ingresos de la unidad para la que trabajan (esta unidad 

puede ser una corporación, una institución sin fines de lucro, una unidad gubernamental 

o un hogar). Los Empleos independientes, a su vez, son aquellos en los que la 

remuneración depende directamente de los beneficios (o del potencial para realizar 

beneficios) derivados de los bienes o servicios producidos (en estos empleos se 

considera que el consumo propio forma parte de los beneficios). Los titulares toman las 

decisiones operacionales que afectan a la empresa, o delegan tales decisiones, pero 

mantienen la responsabilidad por el bienestar de la empresa. (En este contexto, la 

“empresa” se define de manera suficientemente amplia para incluir a las operaciones de 

una sola persona.)8 

 

En relación con todas las anteriores modalidades, el mandato constitucional de brindar 

especial protección al trabajo implica dos tipos de responsabilidades para el Estado. Por 

un lado, el deber de promover  las condiciones que permitan a todas las personas que lo 

requieran acceder a un trabajo para generar los ingresos necesarios y, por otro, velar 

porque el trabajo se desarrolle en condiciones de dignidad, particularmente cuando se 

realiza bajo subordinación y dependencia, dado que, en ese escenario, se presenta una 

contraposición de intereses, dentro de la cual el trabajador es el extremo más débil.     

 

                                                           
7  Resolución sobre la Clasificación Internacional de la Situación en el Empleo (CISE), adoptada por la decimoquinta 

Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo, (enero de 1993). 
8  Ver Clasificación Internacional de la Situación en el Empleo (CISE)http://laborsta.ilo.org/ applv8/data/ icses.html. 

LABORSTA es la base de datos sobre estadísticas del trabajo elaborada por el Departamento de Estadística de 

la Oficina Internacional del Trabajo (OIT). 
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El deber de promover el empleo, en cualquiera de sus formas, responde a un imperativo 

de la dignidad de la persona humana, porque busca dar una respuesta, no sólo a los 

requerimientos materiales de las personas, sino también a sus necesidades de 

autosuficiencia, realización personal y contribución a la vida social.  

 

A su vez, la garantía de las condiciones de dignidad en el trabajo, implica promover una 

cultura laboral acorde con las mismas, definir un mínimo de derechos del trabajador y 

aplicar el poder del Estado para proscribir las conductas contrarias a ese mínimo, así 

como para señalar el marco obligatorio dentro del cual deben desenvolverse las distintas 

modalidades de trabajo. Esta última dimensión tiene particular sentido cuando existe 

oposición de intereses y se interviene en favor del extremo más débil de la relación. 

 

No obstante esa particular incidencia sobre el trabajo que se realiza bajo subordinación 

y dependencia, el marco regulatorio del trabajo comprende todas sus modalidades y, 

respetando las características propias de cada una de ellas, busca atender los dos 

objetivos que se ha mencionado: la generación de empleo y el desarrollo del mismo en 

condiciones de dignidad. 

 

En relación con el trabajo que se realiza en las Cooperativas de Trabajo Asociado, la 

Corte, en la Sentencia C-211 de 2000, puso de presente que el trabajo asociado se ha 

venido abriendo espacio en la mayoría de países de Europa y América, puesto que 

constituye un medio eficaz para el fortalecimiento de los trabajadores, que siempre 

habían sido considerados la parte débil de las relaciones de trabajo. Señaló la 

Corporación que en esas organizaciones se rompe con el esquema tradicional de las 

empresas lucrativas de la economía de mercado en las que unos son los empleadores y 

otros los trabajadores, pues, en ellas, esas dos categorías de personas no existe ya que, 

los trabajadores son los mismos socios y dueños de la empresa. Destacó la Corte que 

“[d]debido a la naturaleza misma de las cooperativas de trabajo asociado (identidad de 

trabajador-socio) la retribución que reciben los asociados por su trabajo no es salario sino 

una compensación, que se fija teniendo en cuenta estos factores: la función que cada 

trabajador cumple, la especialidad, el rendimiento, la cantidad y calidad del trabajo 

aportado. Igualmente, el trabajador asociado tiene derecho a recibir un porcentaje de los 

excedentes obtenidos por la cooperativa. Pretender que el régimen de compensación de 

los socios de estas cooperativas sea igual al de los trabajadores asalariados, sería 

desconocer la naturaleza misma de tales organizaciones y la inexistencia frente a sus 

asociados de una relación de trabajo de esa índole.” 

 



Juzgado 23 Administrativo 

Acción de Tutela No. 220-00263 

15 

Manifestó la Corte que es preciso tener en cuenta que  los trabajadores asociados no 

sólo reciben beneficios pues, dada su condición de propietarios, también tienen que 

asumir los riesgos, ventajas y desventajas propios del ejercicio de toda actividad 

empresarial. De manera que si se presentan pérdidas deben asumirlas conjuntamente, 

lo que no ocurre en las relaciones de trabajo dependientes. 

 

En ese contexto, la Corporación expresó que los principios mínimos fundamentales que 

rigen el trabajo contenidos en el artículo 53 de la Carta que, como se ha dicho, “(…) 

configuran el suelo axiológico de los valores materiales expresados en la Constitución 

alrededor de la actividad productiva del hombre (…)”9 a los cuales debe sujetarse el 

Congreso en su actividad legislativa, al igual que el aplicador o intérprete de las 

disposiciones de ese orden y la sociedad en general “(…) no pretende una ciega 

unificación normativa en materia laboral que desconozca la facultad del legislador de 

establecer regímenes diferenciados mas no discriminatorios, atendiendo a las 

particularidades concretas de las relaciones de trabajo que se pretenden regular. Su 

finalidad es la de exigir al legislador la consagración uniforme en los distintos regímenes 

de los principios mínimos fundamentales que protegen a los trabajadores y la manera de 

garantizarlos, en aras de hacer efectivo el principio de igualdad ante la ley’10.  

Para la Corte, el reconocimiento de la diferencia de regímenes laborales, según las 

distintas modalidades de trabajo, no quiere decir que tales derechos fundamentales no 

deban ser respetados o garantizados en las cooperativas de trabajo asociado, puesto 

que de no entenderse así, “(…) habría que sostener inválidamente que la Constitución 

discrimina a los trabajadores, o en otras palabras, que protege solamente a unos, lo cual 

no se ajusta con una interpretación sistemática y teleológica de los artículos 25 y 53 del 

estatuto superior. Es que derechos fundamentales como el de la igualdad de 

oportunidades, el de una justa y equitativa compensación del trabajo en forma 

proporcional a la cantidad y calidad del trabajo, el principio de favorabilidad a favor del 

trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 

derecho, el derecho a la capacitación, al descanso necesario, a la seguridad social, entre 

otros, no son ajenos a ninguna clase de trabajo.”11 

 

De este modo, cabe señalar que, sin detrimento de la autonomía que, de acuerdo con los 

principios constitucionales a los que se ha hecho referencia, tienen las Cooperativas de 

Trabajo Asociado, y sin perjuicio del deber del Estado de brindarles su apoyo, como 

                                                           
9 Sentencia C-055 de 1999 
10Ibidem 
11 Sentencia C-211 de 2000 
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expresión de formas asociativas solidarias e instrumento para la generación de empleo, 

es posible que el legislador adopte medidas restrictivas de su régimen interno, no sólo 

para garantizar el mínimo de derechos de los trabajadores, sino, también, para evitar que 

instrumentos, amparados, en principio, por la libertad  de asociación, la autonomía 

privada, el derecho al trabajo y el principio de solidaridad, se conviertan en medios que 

se traduzcan en un detrimento generalizado o ampliamente extendido de las condiciones 

de los trabajadores. Esa intervención del Estado, sin embargo, exige una labor de 

ponderación para, en procura de defender un entorno de protección del trabajo, no afectar 

desproporcionadamente los derechos de quienes optan por una modalidad 

autogestionaria. 

 

Esa tensión entre la autonomía de las Cooperativas de Trabajo Asociado y los derechos 

de los trabajadores, se ha planteado en diversos escenarios, en los cuales se ha discutido 

el interrogante en torno a si cabe aplicarles a tales cooperativas la legislación laboral 

propia de las modalidades de trabajo dependiente. Sobre el particular, en el ámbito de la 

OIT, se ha señalado que la Recomendación 193 de 2002 remite a la obligación de los 

Estados de promover todo tipo de cooperativas, incluidas las de trabajo asociado, pero 

que se puntualiza sobre la necesidad de velar porque dichas cooperativas no se creen o 

se utilicen para evadir la legislación del trabajo o para encubrir relaciones de trabajo 

dependiente12.  

 

En ese contexto, en el marco de la OIT se distingue entre, por un lado, el derecho que 

rige la relación entre empleador y trabajador, y, por otro, las previsiones legislativas 

orientadas a garantizar las condiciones del trabajo decente. Así,  en la reunión de 

expertos sobre legislación cooperativa, en el año 1995, en Ginebra, se concluyó que las 

normas de la OIT y la legislación sobre derechos humanos básicos, salud, seguridad 

social y seguridad en el lugar de trabajo, entre otras materias, eran aplicables a los socios 

de las cooperativas de trabajo asociado, así no estuviesen sujetos a las normas que de 

manera general regulan las relaciones entre empleador y empleado.13 

 

De este modo es posible concluir que (i) las Cooperativas de Trabajo Asociado, 

constituyen una opción válida a la luz de la Constitución para que las personas puedan 

autogenerar trabajo, en un contexto de libertad y autonomía; (ii) dichas cooperativas se 

                                                           
12  Ver, Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, Recomendación sobre la promoción de las 

cooperativas, 2002. 
13   Ver, Conclusiones de la Reunión de Expertos sobre Legislación Cooperativa, Ginebra, 1995, citadas en Hagen, 

Henrÿ, “Trabajo Decente y Cooperativas de Trabajo Asociado”, documento presentado en taller organizado por la 

Confederación de Cooperativas de Colombia y la Organización Internacional del Trabajo, Bogotá, 2009,   
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encuentran sujetas a la legislación laboral que se orienta a garantizar que el trabajo se 

realice en condiciones de dignidad  y (iii) el Estado  tiene, por un lado, el deber, de 

promover, tanto las formas asociativas solidarias a las que acuden los trabajadores, como 

el respeto en ellas del mínimo de derechos y garantías de los trabajadores, y, por otro, la 

obligación de perseguir la utilización de esta figura y la creación de pseudo-cooperativas 

con el propósito de eludir la legislación laboral protectora de los trabajadores.     

 

Por otra parte, tal como se puso de presente en la Sentencia C-855 de 2009, en la misma 

Sentencia C-211 de 2000, la Corte analizó el tema específico de las compensaciones de 

los trabajadores socios de las Cooperativas de Trabajo Asociado14 y sus diferencias 

notorias con el régimen aplicable a los trabajadores dependientes, y, en análisis que 

resulta relevante para el problema constitucional que plantea el presente proceso, 

expresó que, en todo caso, el trabajo que desempeñan los asociados a las Cooperativas, 

se encuentra amparado por las garantías consagradas en la Constitución para los 

trabajadores. Dijo la Corte: 

 

“La protección que la Constitución ordena dispensar al trabajo, que dicho 

sea de paso, no es exclusivamente el subordinado sino éste en todas sus 

modalidades (art. 25 C.P.), y la garantía de los derechos mínimos 

irrenunciables tampoco se ven menguados, porque son los mismos 

asociados quienes deben establecer sus propias reglas para que aquél 

se desarrolle en condiciones dignas y justas, que les permita mejorar su 

nivel de vida y lograr no solo su bienestar sino también el de su familia.  

 

Al respecto ha dicho la Corte: “No sólo la actividad laboral subordinada 

está protegida por el derecho fundamental al trabajo. El trabajo no 

subordinado y libre, aquel ejercido de forma independiente por el 

individuo, está comprendido en el núcleo esencial del derecho al trabajo. 

La Constitución más que al trabajo como actividad abstracta protege al 

trabajador y su dignidad. De ahí el reconocimiento a toda persona del 

derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas, así como la 

manifestación de la especial protección del Estado "en todas sus 

                                                           
14 Para la Corte, “…debido a la naturaleza misma de las cooperativas de trabajo asociado (identidad de trabajador-

socio) la retribución que reciben los asociados por su trabajo no es salario sino una compensación, que sefija teniendo 

en cuenta estos factores: la función que cada trabajador cumple, la especialidad, el rendimiento, la cantidad y calidad 

del trabajo aportado. Igualmente, el trabajador asociado tiene derecho a recibir un porcentaje de los excedentes 

obtenidos por la cooperativa. Pretender que el régimen de compensación de los socios de estas cooperativas sea igual 

al de los trabajadores asalariados, sería desconocer la naturaleza misma de tales organizaciones y la inexistencia frente 

a sus asociados de una relación de trabajo de esa índole… Sin embargo, los trabajadores asociados no sólo reciben 

beneficios pues, dada su condición de propietarios, también tienen que asumir los riesgos, ventajas y desventajas 

propios del ejercicio de toda actividad empresarial. De manera que si se presentan pérdidas deben asumirlas 

conjuntamente, lo que no ocurre en las relaciones de trabajo dependientes…. En las Cooperativas de Trabajo Asociado 

se rompe con el esquema tradicional de las empresas lucrativas de la economía de mercado en las que unos son los 

empleadores y otros los trabajadores, pues en aquéllas esas dos categorías de personas no existe ya que, como tantas 

veces se ha reiterado en esta sentencia, los trabajadores son los mismos socios y dueños de la empresa.  El demandante 

sólo concibe una forma de trabajo: la dependiente, olvidando otras, como el independiente y el asociado, siendo este 

último el que se regula en las normas demandadas…” 
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modalidades" (CP art. 25).”15 

 

Ahora bien: los principios mínimos fundamentales que rigen el trabajo 

contenidos en el artículo 53 de la Carta que, como se ha dicho, 

"configuran el suelo axiológico de los valores materiales expresados en 

la Constitución alrededor de la actividad productiva del hombre,16 a los 

cuales debe sujetarse el Congreso en su actividad legislativa, al igual que 

el aplicador o intérprete de las disposiciones de ese orden y la sociedad 

en general (…) "no pretende una ciega unificación normativa en materia 

laboral que desconozca la facultad del legislador de establecer 

regímenes diferenciados mas no discriminatorios, atendiendo a las 

particularidades concretas de las relaciones de trabajo que se pretenden 

regular. Su finalidad es la de exigir al legislador la consagración uniforme 

en los distintos regímenes de los principios mínimos fundamentales que 

protegen a los trabajadores y la manera de garantizarlos, en aras de 

hacer efectivo el principio de igualdad ante la ley"17.  

 

En síntesis, dijo la Corte, en la Sentencia C-211 de 2000, la Corporación llegó 

simultáneamente a dos conclusiones que resultan relevantes para el presente caso: (i) 

La naturaleza jurídica, las finalidades, la estructura y el funcionamiento de las 

Cooperativas de Trabajo Asociado son distintas a las de las empresas comerciales y por 

lo tanto, es válido que el legislador defina para ellas un régimen diferente, especialmente 

en lo laboral y, (ii) en todo caso, ese régimen diferenciado no puede desconocer que el 

trabajo que desempeñan los asociados a las Cooperativas de Trabajo Asociado goza de 

las mismas protecciones constitucionales, pues lo que protege la Carta no es el trabajo 

como concepto abstracto, sino “al trabajador y su dignidad”. 

 

EL CASO CONCRETO 

 

De la revisión de los medios probatorios aportados al proceso se encuentra demostrado 

que el accionante  presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación el 14 de 

abril de 2020, radicado con el No. 2020- ER - 090270.- 

 

Sin embargo, no obra en el plenario constancia de haberse dado por parte de la 

accionada respuesta al recurso de reposición y en subsidio de apelación objeto de la 

acción que nos ocupa, así como tampoco obra prueba de su notificación, por lo que habrá 

de ampararse el derecho de petición a la parte accionante, a fin de que la entidad 

accionada le resuelva de manera íntegra y de fondo el recurso reposición y en subsidio 

de apelación de fecha 14 de abril de 2020. 

                                                           
15Sent T-475/92 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
16Sent. C-055/99 M.P. Carlos Gaviria Díaz 
17ibidem 
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Ahora bien, como se expuso en la parte considerativa de esta sentencia, uno de los 

parámetros que debe tenerse en cuenta para establecer si en un caso concreto existió o 

no vulneración a los derechos fundamentales invocados, es precisar el término 

legalmente establecido para resolver la solicitud materia de análisis, a fin de verificar en 

un momento específico si es o no exigible la respuesta correspondiente, y en el caso de 

haberse proferido, si fue o no emitida oportunamente. 

 

CONVALIDACIÓN DE LOS TÍTULOS OBTENIDOS EN EL EXTERIOR 

 

El Ministerio de Educación Nacional, mediante la Resolución 20797 de 2017 determinó 

el procedimiento que debía observarse para lograr la convalidación de títulos otorgados 

por instituciones de educación superior extranjeras, precisando:  

 

“Articulo 8. Consulta de viabilidad. Mediante la presentación o cargue de 

los documentos a través de la plataforma VUMEN o en el sistema que 

defina el Ministerio, el ciudadano consulta al Ministerio de Educación 

Nacional sobre la viabilidad de iniciar o no el proceso de convalidación de 

un titulo. Para lo anterior, el Ministerio de Educación Nacional realizará 

una revisión de las condiciones y requisitos presentados por el solicitante, 

lo cual conlleva a la verificación de presupuestos jurídicos, tales como: i) 

la existencia y autorización de la institución; Ii) la existencia de un 

programa académico semejante activo en Colombia; iii) la verificación de 

la oferta educativa nacional en el sistema de información de calidad de la 

educación superior; y, iv) el reconocimiento oficial del título como 

formación de educación superior. La consulta de viabilidad no genera 

costo alguno para el ciudadano.  

 

Revisada la documentación completa y correcta por parte del Ministerio, 

el solicitante recibirá una comunicación del sistema de información y un 

correo electrónico con el concepto positivo y las indicaciones del 

procedimiento para realizar el pago, así como la tarifa que dispone el 

parágrafo 2 del artículo 4 de la presente resolución. El concepto positivo 

de viabilidad no implica ni significa la convalidación positiva del título.  

 

De generarse un concepto negativo de viabilidad, el Ministerio de 

Educación Nacional, mediante comunicación, indicará las causas por las 

cuales no es posible iniciar el trámite de convalidación. En este caso no 

aplica el cobro de tarifa.  

 

(…)  

 

Artículo 9. Inicio del trámite. Con el pago de la tarifa que dispone el 

parágrafo 2 del artículo 4 de la presente resolución, se iniciará el trámite 

del proceso de convalidación del título. En caso de que no se acredite el 

pago de la tarifa dentro de los 30 días siguientes al recibido de la 

comunicación que da viabilidad al trámite de convalidación, operará el 
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desistimiento tácito, en los términos del artículo 17 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y se 

procederá a deshabilitar la opción de pago.  

 

Artículo 10. Examen de legalidad. Una vez recibido el pago de la tarifa 

del trámite, el Ministerio iniciará el examen de legalidad de la solicitud 

analizando información como: i) la naturaleza jurídica de la institución que 

otorga el titulo; u) la naturaleza jurídica del título otorgado; iii) la 

autorización dada por la autoridad competente en el país de origen para 

el funcionamiento y expedición de títulos de educación superior, iv) la 

existencia de un sistema de aseguramiento de la calidad o de las 

condiciones de calidad de la educación superior en el país de origen y la 

acreditación de la institución o de título que se solicita convalidar; y) la 

existencia de convenios o tratados internacionales de reconocimiento 

mutuo de títulos que se encuentran reglamentados para su efectiva 

aplicación; vi) las condiciones y características de los documentos 

radicados (formatos, contenidos, escritura original, país de origen, logos, 

sellos, firmas, denominaciones, fechas, duración, etc.); y, vii) cualquier 

otra que el Ministerio determine relevante. 

 

Parágrafo. Durante la totalidad de la actuación administrativa el Ministerio 

de Educación Nacional conserva la potestad de revisar la legalidad de la 

institución, del programa y de los documentos que hacen parte del 

expediente de convalidación. (…) 

 

Artículo 12. Términos para decidir. De conformidad con el artículo 62 de 

la Ley 1753 de 2015, las solicitudes de convalidación que se estudien 

mediante el criterio de acreditación o reconocimiento de que trata el 

numeral 1 del artículo 11 de esta resolución, se resolverá en un término 

no mayor de 2 meses. Así mismo, y conforme con la disposición legal 

citada anteriormente, las solicitudes de convalidación que se estudien 

mediante los demás criterios que trata el artículo 11 de esta resolución, 

se resolverán en un término no mayor de 4 meses. (…)” 

 

Frente a la importancia de éste trámite, la Corte Constitucional en la Sentencia T-430-

2014, precisó: 

 

“Con ese punto de partida la Corte reconoció la importancia constitucional 

de efectuar la convalidación de los diplomas de educación expedidos en 

el exterior, teniendo en cuenta el interés general y la necesidad de exigir 

títulos de idoneidad, y luego analizo el contenido de la Resolución 5547 

de 2005, en la cual se define el trámite y los requisitos para la 

convalidación de títulos otorgados por instituciones de educación superior 

extranjeras o por instituciones legalmente reconocidas por la autoridad 

competente en el respectivo país, para expedir títulos de educación 

superior. Reprodujo los artículos 3, 8, 9 y 10 de esa norma y concluyó 

que la aplicación “rigurosa” de ese procedimiento protege los derechos 

de quienes efectúan estudios fuera de Colombia y de todos los 

ciudadanos frente a las actividades que implican riesgo social.” 
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Corolario de todo lo anterior, y respondiendo el problema jurídico planteado, este 

Despacho atendiendo la tesis asumida por la Honorable Corte Constitucional, considera 

que la entidad accionada ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el 

accionante, en especial el derecho de petición, ya que el recurso de reposición y en 

subsidio de apelación que da origen a la presente acción constitucional fue presentada 

el 14 de abril de 2020, y el plazo con los que cuenta la entidad accionada para resolver 

de manera íntegra y de fondo de convalidación del título obtenido en el exterior se 

encuentra vencido, por cuanto contaba con el término máximo de cuatro meses para 

emitir su respuesta; en atención a la complejidad, por lo que considera este Despacho 

que resulta razonable exigirle al Ministerio de Educación Nacional que resuelva el recurso 

de reposición y en subsidio de apelación presentado por el actor, para lo cual, se ordenará 

al Representante Legal de la Entidad accionada, para que, si aún no lo ha hecho, 

proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

providencia, a dar respuesta efectiva y de fondo al recurso de reposición y en subsidio 

de apelación de fecha 14 de abril de 2020, presentado por la parte accionante, so pena 

de incurrir en desacato a una orden judicial. 

 

Teniendo en cuenta los argumentos que vienen expuestos se profiere la siguiente, 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, El Juzgado Veintitrés Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá – Sección Segunda,  Administrando justicia en nombre de la República y por 

Autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Tutelar los Derechos Constitucionales Fundamentales de petición, debido 

proceso, trabajo al señor ERNESTO JAVIER ALFARO RODRÍGUEZ, quien actúa en 

nombre propio, vulnerado por la entidad accionada de acuerdo con las argumentaciones 

expuestas en la parte motiva de la presente sentencia. 

 

SEGUNDO: A efectos de proteger y amparar el derecho fundamental vulnerado, 

ORDENASE al Representante Legal de la Nación – Ministerio de Educación 

Nacional, para que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas siguientes 

a la notificación de esta sentencia, proceda a dar respuesta que resuelva de manera 
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íntegra y de fondo el recurso de reposición y en subsidio de apelación de fecha 14 de 

abril de 2020.- 

 

TERCERO: Notifíquese por el medio más expedito al demandado y a al accionante, 

conforme al artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese al día siguiente a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión (art. 31. Decreto. 2591). 

 

NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 

 

MARÍA TERESA LEYES BONILLA 

Juez 
 

 

 

 

 

 

PJM 
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